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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 236/2021/3
PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. JUNTA DIRECTIVA DE LA DIRECCIÓN DE PENSIONES DEL ESTADO
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiuno de febrero de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 236/2021/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el trece de abril de dos mil veintiuno, **********, compareció por derecho propio a demandar a las autoridades y respecto del acto que enseguida se precisa:

“B).- Autoridad Demandada: H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado.”
“D).- Resolución impugnada: Lo constituye el acuerdo emitido en la sesión ordinaria del veinticinco de febrero del año en curso, por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, (...)”
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El veintitrés de abril de dos mil veintiuno se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 12:00 doce horas del nueve de diciembre de dos mil veintiuno, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de la actora y con la comparecencia de la diversa delegada de la autoridad demandada. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como a los de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes hizo uso de tal derecho; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, de conformidad con lo previsto en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Por cuestión de método, se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.
Así las cosas de la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la actora es:
“D).- Resolución impugnada: Lo constituye el acuerdo emitido en la sesión ordinaria del veinticinco de febrero del año en curso, por la H. Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado, (...)”
Acto que quedó acreditado con el documento que fue exhibido por la parte actora, visible en foja 10 a 15 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, de lo que se colige la certeza del acto impugnado.

En tal sentido, la litis en la presente controversia se delimita a efecto de determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de veinticinco de febrero de dos mil veintiuno, sobre la base de los argumentos de impugnación que formula el actor.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de Conocimiento 
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda
	Días inhábiles

	25 de febrero de 2021
	29 de marzo de 2021
	30 de marzo al 17 de mayo de 2021

	13 de abril de 2021
	31 de marzo, 1, 2, 3, 4, 10, 11, 17, 18, 24 y 25 de abril, 1, 2, 5, 8, 9, 10, 15 y 16 de mayo de 2021


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En ese tenor, resalta que la actora acreditó su interés jurídico en los términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con el original del oficio sin número de veinticinco de febrero de dos mil veintiuno, documento visible a fojas 10 a la 15 de autos, valorado con anterioridad; documento que dirige al aquí accionante, lo que de suyo conlleva el hecho de que el aquí impetrante cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

En otro orden, la autoridad enjuiciada justificó su personalidad y legitimación, conforme al documento relativo al nombramiento correspondiente, el que consta a fojas de la 38 a la 41 del presente sumario, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Del examen general practicado al sumario, no se advierte causal alguna que esta Sala deba hacer valer de oficio, por lo que procede el análisis de los conceptos de impugnación, sin que sea óbice el hecho de que la enjuiciada hace valer la excepción de falta de acción y de derecho argumentando que el acto se encuentra fundado y motivado, cuestiones que se suyo no implican manifestaciones que permitan advertir la existencia de una causa de improcedencia o sobreseimiento, sino que se encuentran estrechamente vinculadas al estudio de fondo de esta controversia.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. El concepto de impugnación que plantea la actora es visible a fojas 03 a la 07 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SÉPTIMO.- Estudio. El concepto de impugnación hecho valer por el actor, resulta infundado.

A. Problema Jurídico.
Dice el accionante que el acto impugnado viola en su perjuicio lo dispuesto por los artículos 1º, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con el numeral 250, fracciones II, III y IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, porque la demandada se niega a tomar en consideración los 28 años, 11 meses y 18 días que laboró para incrementar su pensión por edad avanzada, aduciendo que la Ley de Pensiones prevé otorgar una pensión por edad avanzada en base a años de contribución, pero no contempla tomar en consideración fracciones menores de tiempo, por lo que dicha negativa no se encuentra debidamente fundada y motivada.

Además, señala el actor que la autoridad debió aplicar en su favor el principio pro persona ya que conforme al mismo debe acudirse a la norma más amplia o a la interpretación más extensiva cuando se trata de reconocer derechos fundamentales, por  lo que el derecho humano a su pensión no puede ser suprimido ni reducido en tiempo y que si bien los numerales invocados por la demandada no hacen mención a la referida hipótesis, esto es, no contemplan tomar en consideración fracciones menores de tiempo a un año, ni que los periodos de tiempo menores a un año deban de sumarse, también lo es que dicha situación no puede repercutir negativamente en su persona, pues para ello basta con acudir al contenido del artículo 10 del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores sujetos al Régimen del Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en donde se establece que para los efectos del cómputo total de los años de servicio para el otorgamiento de pensiones, toda fracción de más de seis meses de servicios se considerará como año completo. 

La autoridad demandada al momento de formular su contestación de demanda, defendió la legalidad del acto impugnado, manifestando que el mismo se encontraba debidamente fundado y motivado, y que fue dictado de conformidad con lo establecido en las disposiciones legales aplicables.
En atención a lo reseñado, el tópico a dilucidar se centra en la siguiente cuestión: ¿Existe sustento normativo para establecer que toda fracción de más de seis meses de servicios cotizados al régimen de pensiones se considerará como año completo para los efectos del porcentaje de pago de pensión? 
B. Antecedentes

Previo al estudio del concepto de anulación, es pertinente establecer las circunstancias que constituyen los antecedentes del acto que se impugna.

a) El 02 de diciembre de 2020, el aquí actor presentó solicitud de pensión por edad avanzada ante la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí. Véase foja 50 de autos.

b) Mediante oficio 2267/2020 la Dirección de Pensiones del Estado de San Luis Potosí se pronunció otorgando la pensión solicitada por el actor, determinando que los años de servicio correspondían a 28 años y el porcentaje de pensión ascendía a un 90%. Consta a foja 49 de autos.

c)  Inconforme con la determinación anterior, el accionante compareció en escrito de 15 de enero de 2021 ante la Dirección de Pensiones a efecto de solicitar se ajustara su pensión al tiempo efectivamente cotizado que correspondía a 28 años, 11 meses, 18 días. (Si bien no existe prueba de dicho documento, tal extremo queda confesado por la demandada, según se lee de su oficio de contestación
)
d) El 25 de febrero de 2021 se emite oficio sin número, dirigido al aquí actor, por el que el Director General de la Dirección de Pensiones del Estado comunica la determinación adoptada por la Junta Directiva a la solicitud presentada por el accionante, en donde se determina no procedente ajustar su pensión por los 11 meses 18 días, porque es claro que no se encuentra en el supuesto de 29 años cotizados, sino que únicamente laboró 28 años.
Este es el acto reclamado.

C. Decisión.

Pues bien, como fue anticipado, es infundado el argumento esgrimido por el accionante, dado que la determinación adoptada por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado de veinticinco de febrero de dos mil veintiuno, se encuentra adecuada y suficientemente motivada, ya que en la resolución por la que se determinó improcedente la petición del aquí actor, consistente en que se le ajuste su salario dejado de percibir por los 11 meses y 18 días a partir del 01 de octubre del 2020, es decir, se le incremente su pensión tomando como base que laboró 28 años 11 meses y 18 días, se invocaron las disposiciones las disposiciones de los numerales 75 y 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, de donde se infiere que el factor de tiempo a considerar el porcentaje de cuantía quincenal que habrá de pagarse a los pensionados, atiende al relativo de cómputo anual, más no así de manera mensual.

En efecto, a fin de señalar las razones por las que se estima que el concepto de impugnación en estudio, resulta infundado, es pertinente acudir al contenido de los artículos 1º, 2º, fracciones V y VII, 4º, fracción II, 5º, 52, fracción V, 61, fracción II, 75 y 77, fracciones I y II, de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, los que disponen:
“ARTÍCULO 1º. La presente Ley es de orden público e interés general; tiene por objeto regular las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de las instituciones de la administración pública estatal, y municipal, en su caso, que contribuyan con aportaciones a la Dirección de Pensiones y que formen parte de cualquiera de los sectores cotizantes; así como las particularidades en cuanto a derechos y obligaciones de las pensiones que otorguen los sectores cotizantes y que se encuentran contenidos en esta Ley. 

Los servidores públicos de elección popular no quedan comprendidos en la presente Ley.”

“ARTICULO 2º. Para efectos de esta Ley se entenderá por:
...

V. DERECHOHABIENTE: El trabajador que aporte sus cuotas a cualquiera de los fondos, o las personas que en los términos de esta Ley se hayan constituido en beneficiarios de los derechos aportados al fondo;

...

VII. PENSIONADO: Derechohabiente que habiendo laborado para la administración pública estatal, o municipal en su caso, y habiendo cotizado para un fondo de pensiones adquiere el derecho para percibir una pensión, o bien que ha adquirido tal calidad en términos de la Ley de Pensiones;
...”

“ARTICULO 4º. Los derechohabientes disfrutarán, en los casos y con los requisitos que esta Ley establece, de lo siguiente:

...

II. Pensión por edad avanzada o por inhabilitación del trabajador;
...”

“ARTICULO 5º. La administración y el otorgamiento de las prestaciones y servicios que esta Ley y los reglamentos respectivos establezcan, estarán a cargo de la Dirección de Pensiones como organismo público descentralizado, de la administración pública estatal, cuyo gobierno, organización y funcionamiento dependerán de la Junta Directiva, que resolverá mediante acuerdos tomados en sesiones, que ejecutará un Director General.”

“ARTICULO 52. El derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos consignados en esta Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala. El derecho al pago de la pensión comienza:

...
V. Para los trabajadores que se separen del servicio, después de haber contribuido no menos de quince años al fondo, cuando cumplan la edad pensionable. En este caso se les otorgará la pensión a que tuvieren derecho según el tiempo contribuido al fondo, siempre que hubieren dejado al separarse la totalidad de los descuentos que por razón de su cargo se les haya hecho.

...”

“ARTICULO 61. Se establecen las siguientes pensiones:

...

II. Pensión por edad avanzada: Los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones, por edad avanzada;

Por cada año de diferimiento de goce de la pensión por edad avanzada, será aumentada su cuantía en uno porciento del salario base;
...”

“ARTICULO 75. El cómputo de los años de servicio se hará conforme al calendario por el simple transcurso del tiempo, sin agregarse nada por el desempeño simultáneo de varios empleos, sean éstos los que fueren, y tomándose en consideración sólo el tiempo de servicios efectivamente prestados o los que deban estimarse con arreglo a esta Ley.”

“ARTICULO 77. El monto de las pensiones a los trabajadores se fijará como sigue:

I. Las pensiones por edad avanzada y por invalidez, se compondrán de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones por el derechohabiente, con posterioridad a los primeros quince años de contribución.

La cuantía básica y los aumentos de las pensiones por invalidez o edad avanzada, se pagarán por mensualidades vencidas y se calcularán tomando como base los siguientes factores:

a) Los años durante los cuales el derechohabiente haya contribuido normalmente al fondo de pensiones, y

b) El cien por ciento del salario base promedio de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 78 de la presente Ley;

II. La aplicación de ambos factores se hará conforme a las disposiciones de la tabla siguiente:

	HOMBRES
	MUJERES

	Número de años de Contribución al fondo
	Cuantía quincenal de la Pensión en % del salario base
	Número de años de contribución al fondo
	Cuantía quincenal de la Pensión en % del salario base

	De 10 a 14 años de Servicios
	45%
	De 10 a 13 años de servicio.
	45%

	15
	50 %
	14
	50 %

	16
	52.5 %
	15
	52.5 %

	17
	55 %
	16
	55 %

	18
	57.5 %
	17
	57.5 %

	19
	60 %
	18
	60 %

	20
	62.5 %
	19
	62.5 %

	21
	65 %
	20
	65 %

	22
	67.5 %
	21
	67.5 %

	23
	70 %
	22
	70 %

	24
	72.5 %
	23
	75 %

	25
	75 %
	24
	80 %

	26
	80 %
	25
	85 %

	27
	85 %
	26
	90 %

	28
	90 %
	27
	95 %

	29
	95 %
	28
	100 %

	30
	100 %
	
	


...”
De los numerales que han sido reproducidos, en esencia obtenemos las siguientes premisas:

a) Que las pensiones, jubilaciones, servicios y demás prestaciones de los servidores públicos al servicio de las instituciones de la administración pública estatal, y municipal, se encuentran reguladas en la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí.

b) Que tiene el carácter de derechohabiente el trabajador que aporte sus cuotas a cualquiera de los fondos, y que la calidad de pensionado es relativa al derechohabiente que habiendo laborado para la administración pública estatal, o municipal en su caso, y habiendo cotizado para un fondo de pensiones adquiere el derecho para percibir una pensión, o bien que ha adquirido tal calidad en términos de la Ley de Pensiones.

c) Que es a la Dirección de Pensiones del Estado, a la que le corresponde administración y el otorgamiento de las prestaciones y servicios que la Ley de Pensiones y sus reglamentos respectivos establezcan.

d) Que el derecho a pensión nace cuando el trabajador o sus familiares se encuentran en los supuestos de la Ley, y satisfacen los requisitos que la misma señala, comenzando el derecho al pago de la pensión, para el caso de edad avanzada, cuando los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones.

e) Que la pensión por edad avanzada se reconoce para los trabajadores que cumplan los cincuenta y cinco años de edad y hubieren contribuido normalmente durante quince años como mínimo a un Fondo de Pensiones.

f) El cómputo de los años de servicio se hará conforme al calendario por el simple transcurso del tiempo y tomándose en consideración sólo el tiempo de servicios efectivamente prestados o los que deban estimarse conforme a la Ley de Pensiones.

g) Que las pensiones por edad avanzada, se compondrán de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido al fondo de pensiones por el derechohabiente, con posterioridad a los primeros quince años de contribución; y, 

h) Que en la aplicación de ambos factores se deberá atender a la tabla de cotización, la que para una antigüedad de 28 años precisa un 90 %  de cuantía quincenal.

Además, debe establecerse que de la interpretación gramatical, armónica y sistemática de los numerales 52, fracción V, 61, fracción II, 75 y 77 de la Ley de Pensiones y Prestaciones Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado de San Luis Potosí, resalta el hecho de que en los referidos dispositivos se alude al factor de contribución anual al indicarse que para obtener el derecho a la pensión es indispensable haber contribuido normalmente durante quince años como mínimo y que el cómputo de los años de servicio se hará conforme al calendario por el simple transcurso del tiempo, previéndose además que las pensiones por edad avanzada, se componen de una cuantía básica y aumentos computados de acuerdo con el número de cotizaciones quincenales con que se justifique haber contribuido el derechohabiente, con posterioridad a los primeros quince años de contribución, de donde se resalta la referencia hecha por el legislador de imponer como factor de cotización el periodo anual, tan es así que, la tabla de incremento de la pensión se incrementa a razón de los años de servicio efectivamente computados.

En tal sentido, la autoridad demandada obró con aserto al calificar de improcedente la solicitud planteada por el aquí accionante, en la medida que no existe fundamento para conceder la pretensión formulada por el aquí demandante para que se le ajustara su pensión en razón de los 28 años 11 meses 18 días y sobre dicho factor, considerar que es beneficiario del porcentaje del 95%.

Ello porque como ya fue precisado, en la secuela del trámite formulado ante la Dirección de Pensiones del Estado, se acreditó que el solicitante de la pensión se encontraba en el factor de cálculo, relativo a los 28 años, pues es la condición impuesta por la norma, el que el factor de contribución para efectos de indicar la cuantía de pago quincenal sea el anual.
No pasa inadvertido el hecho de que el accionante señale la obligación para este órgano jurisdiccional de aplicar en su favor el principio de mayor beneficio y que en razón de ello, se privilegie el estudio de los argumentos que de resultar fundados, generen la consecuencia de eliminar totalmente los efectos del acto impugnado; pues contrario a su estimación, si bien es cierto que conforme al numeral 1º de la Constitución Federal, todas las personas gozan de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales, así como de las garantías para su protección; que normas relativas a los derechos humanos deberán interpretarse de conformidad con esas disposiciones, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia y que en tal sentido, todas las autoridades, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos; también resulta  es cierto que ello no implica que los órganos jurisdiccionales nacionales dejen de ejercer sus atribuciones y facultades de impartir justicia en la forma en que se venían desempeñando, para que inclusive se sustituyan a la obligación de las parte de invocar los motivos de inconformidad y mayor aun, que partiendo del método de interpretación pro persona se atribuya a la norma un significado que no tiene conforme a alguno de los métodos de interpretación jurídica, porque en ese caso, la norma sujeta a escrutinio ya no será la misma, sino que habría sido cambiada por otra.
En esa tesitura, al resultar infundado el motivo de disenso, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, con fundamento en los artículos 249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto impugnado consistente en la determinación de veinticinco de febrero de dos mil veintiuno, emitida por la Junta Directiva de la Dirección de Pensiones del Estado.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249 y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se R  E  S  U  E  L  V  E:

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se declara la LEGALIDAD y VALIDEZ del acto   impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Sexto de la presente sentencia.

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Foja 23 de autos.





